Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala C

Acceso Directo S.A. c. Battipede, Delia Isabel • 04/06/2010 
TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. —Buenos Aires, junio 4 de 2010.

Y Vistos:

Viene apelada por la parte actora la decisión de fs. 270/272 en la que el magistrado de grado resolvió hacer lugar a la pretensión de fs. 260/263 y disponer el levantamiento de embargo que pesa sobre el inmueble de la calle... de la localidad de Monte Grande, Pcia. de Buenos Aires (fs. 273; memorial en fs. 276/7 contestado en fs. 279/80).

En el memorial el apelante observó que se considerara acreditado el derecho invocado por el Sr. Funes con documentación que carece de fecha cierta resultando la misma inoponible a terceros. A su entender la adquisición del inmueble no puede tenerse por probada ante la carencia de escritura pública. Alegó sobre la insuficiencia del boleto de compraventa como medio idóneo para acreditar la titularidad del dominio.

Liminarmente, sin perjuicio del trámite asignado y conforme el art. 104 C.P.C.C., corresponde señalar que una interpretación estricta de las normas vigentes en materia de tercerías, pone de relieve que la de mejor derecho supone la existencia de un crédito dinerario privilegiado a favor del tercerista, lo cual justifica la ejecución del bien durante la tramitación de la tercería, supeditándose el cobro de los créditos en pugna a su resultado, y en las de dominio se cuestiona la propiedad del bien embargado.

Sin embargo, esta óptica legal deja sin consideración adecuada las hipótesis en que es necesario defender créditos que no son dinerarios, y que no gozan de un privilegio, sino de una preferencia de otra naturaleza (Luis Moisset de Espanes, "Reflexiones sobre Tercerías de mejor derecho", JA, 1986-II-6).

En esta categoría se encuentra la preferencia invocada por el incidentista, quien sin haber adquirido el dominio del inmueble podría llegar a gozar también de prioridad (conf. esta Sala, 20.9.05 en autos "Emporio Gastronómico Argentina S.A. c/Waintrub José Adolfo s/tercería de mejor derecho").

En el caso, corresponde observar que el derecho invocado por el Sr. Funes aparece prima facie acreditado con la documentación acompañada, la que no ha sido desconocida por la parte actora en los términos del art. 356 inc. 1 C.P.C.C.

Fue acompañada la cesión del boleto de compraventa que suscribió el Sr. Funes con el adquirente del inmueble de la demandada. También se agregaron constancias de las que surge que el Sr. Funes se encuentra en posesión del inmueble.

Tales extremos no han sido controvertidos por la recurrente quien se limitó a cuestionar la falta de fecha cierta en el instrumento adjuntado como prueba de la operación, en virtud de la cual el incidentista adquirió el bien. Tampoco alegó ni acreditó que existiera fraude entre su deudora y el Sr. Funes.

No se advierten obstáculos en cuanto a la aplicabilidad al caso del art. 1185 bis del C.Civil.

La situación que se ha presentado en el sub lite puede considerarse implícitamente incluida en dicha norma, o, en todo caso, guarda sustancial analogía con el presupuesto de hecho que ella prevé (conf. art. 16, Cód. Civil); la sola circunstancia de tratarse aquí de un acreedor singular no justifica un abandono de los principios éticos que inspiraron la sanción de aquél precepto, cuya preeminencia en el caso aparece con palmaria evidencia, en pos del mismo criterio tuitivo que gobierna esta materia (esta Sala, 25.09.2001, "Saiegh, Daniel Osvaldo s/ tercería" en autos "Mariezcurrena, Gustavo c/ Ajón, Simón s/ ejecutivo).

Si el adquirente de un inmueble en las condiciones descriptas por el art. 1185 bis puede hacer prevalecer su derecho respecto del conjunto de todos los acreedores del vendedor, en la situación más crítica para el patrimonio de éste y, por ende, para la posibilidad de aquellos de satisfacer sus acreencias, con mayor razón será oponible su derecho a un acreedor individual del vendedor in bonis, que cuenta con mejores posibilidades de cobro al poder agredir aún los restantes bienes de éste. Y si se quiere, desde el punto de vista de la situación correspectiva de los sujetos en conflicto, no se advierte qué diferencia podría aducirse en el caso entre la ejecución individual y la colectiva, susceptible de incidir de algún modo en la oponibilidad del derecho del adquirente estatuida en la norma tantas veces mencionada (fallo citado).

Establecido entonces que rige en el caso lo dispuesto por el art. 1185 bis del Código Civil, se aprecian configurados, con las particularidades del caso, los requisitos que tornan viable su operatividad.

La cesión del boleto de compraventa es de fecha anterior al embargo y, por ende, preferente (CCIV 3875 y 3876) al quirógrafo embargante del titular registral, quien no invocó ningún privilegio especial.

No ha sido controvertida la buena fe del poseedor (conf. art. 2355 C.Civ.) en tanto pública, pacífica e ininterrumpida.

Habida cuenta de ello, la objeción relativa a la "fecha" del "boleto" o de la cesión (agosto de 1986) respecto de un boleto anterior (de 1983), se desvanece. En primer lugar, porque el Sr. Funes está en posesión del inmueble según fue constatado (fs. 202/203) y es reconocido por la actora. De tal modo se presentan los presupuestos de los arts. 2355 C.Civ. (posesión legítima) y 1185 bis como ya se expresó, y en particular del art. 3269 C.Civ. que enfatiza la posesión por encima de la fecha del título que se invoca. En segundo lugar, porque resulta decisivo para proceder del modo adelantado que de la constancia de fs. 219/220 surge acreditada la instalación de gas a nombre del Sr. Funes en julio de 2001, resultando de fecha anterior incluso al título ejecutado (octubre de 2001); véase que este tipo de conexiones solo puede hacerse bajo control de la proveedora del servicio de gas, lo que revela la existencia de la posesión aludida.

Consecuentemente, en virtud de las consideraciones precedentemente vertidas, se resuelve: Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la actora. Las costas se imponen por su orden dadas las particularidades del caso.

Devuélvase a la primera instancia encomendando al magistrado de grado disponer las diligencias ulteriores.

El doctor José Luis Monti suscribe la presente en virtud de lo dispuesto en el punto III del Acuerdo General de esta Cámara del 25.11.09.

El doctor Alfredo A. Kölliker Frers actúa conforme lo dispuesto en la Resolución de Presidencia de esta Cámara, nº 26/10 del 27.4.10. — Juan R. Garibotto. — José Luis Monti. — Alfredo A. Kölliker Frers
